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1. ASUNTO
Mediante este pronunciamiento, la Sala procederá a definir a quién le corresponde asumir el conocimiento de la presente acción de tutela, en atención al conflicto suscitado entre la Magistrada de la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Dra. Claudia María Arcila Ríos y la señora Jueza Cuarta Penal del Circuito, Dra. Luz Mery Henao Salgado, en lo relativo al amparo instaurado por el abogado Yobany Alberto López Quintero, apoderado judicial de la María Gómez Sánchez en contra del Ministerio de Educación Nacional, el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, la Secretaría de Educación (sic) y la Fiduciaria La Previsora S.A., por la presunta vulneración de su derecho fundamental de petición.

2. ANTECEDENTES  
2.1. El abogado Yobany Alberto López Quintero actuando como apoderado judicial de la señora María Gómez Sánchez instauró acción de tutela en contra del Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Secretaría de Educación (sic) y la Fiduciaria La Previsora S.A.- Fiduprevisora S.A. por considerar vulnerado el derecho fundamental de petición de su mandante. De conformidad con los siguientes hechos:
· La señora María Gómez Sánchez inició un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho para la debida liquidación de su pensión de jubilación. El Juzgado 1º Administrativo del Circuito de Pereira el 15 de marzo de  2013 profirió sentencia favorable a sus pretensiones, dentro del radicado No.227-2012, la cual fue confirmada por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda el 26 de septiembre de 2013.
· El apoderado de la actora el 14 de octubre de 2015 presentó ante el Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Secretaría de Educación (sic) y la Fiduciaria La Previsora S.A.- Fiduprevisora S.A., un derecho de petición con el fin de que se proporcionara información concreta sobre el pago de la sentencia judicial aludida.

· A la fecha de presentación de esta acción de tutela, ha trascurrido el término legal sin que las entidades accionadas den respuesta adecuada, efectiva y oportuna, al derecho de petición tendiente a que se expida el acto administrativo por medio del cual se reconoció lo resuelto en el citado fallo judicial, de conformidad con lo ordenado en la ley.
Por lo anterior, consideró vulnerado el derecho fundamental de petición de su mandante. 

En el acápite de pretensiones, solicitó que se ordene al Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Secretaría de Educación (sic) y la Fiduciaria La Previsora S.A.- Fiduprevisora S.A., que resuelvan de fondo la petición presentada a nombre de su representada y de esta manera se expida el acto administrativo de reconocimiento del derecho estipulado en los fallos.

El apoderado del accionante adjuntó copia de los siguientes documentos: i) poder conferido por la señora María Gómez Sánchez a los abogados Yobany Alberto López Quintero y Lina Marcela Arboleda Garzón para instaurar acción de tutela en contra de La Fiduciaria La Previsora S.A., el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Ministerio de Educación Nacional   la Secretaría de Educación (sic) en original; ii) constancia de radicación de documentos para solicitar la pensión de jubilación el 14/10/2015; iii)  escrito del  derecho de petición dirigido a la Secretaría de Educación Municipio de Pereira- Ministerio de Educación Nacional- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, junto con el poder otorgado por la actora para presentar cuenta de cobro  (folios 1-5). 

2.2. El 8 de abril de 2014 el asunto fue repartido por la Oficina de la Administración Judicial de esta ciudad al Juzgado 4º Penal del Circuito, despacho que mediante auto de esa misma fecha se declaró incompetente para conocer del asunto, aduciendo que la entidad obligada cumplir con lo pedido por el accionante es el Ministerio de Educación Nacional, por lo que la competencia para conocer del asunto radicaba en los Tribunales Superiores de Distrito Judicial de conformidad con lo establecido en el numeral 1º del artículo 1º del decreto 1382 de 2000; razón por la cual se envió nuevamente la actuación a la Oficina de Reparto. 

2.3. Por lo anterior,  el 8 de abril de 2016 la mencionada oficina realizó un nuevo reparto de la acción constitucional, correspondiéndole entonces su conocimiento al Despacho de la Dra. Claudia María Arcila Ríos, quien una vez recibió las diligencias y después de analizar el caso concreto, decidió proponer conflicto negativo de competencias al considerar que el Ministerio de Educación Nacional no tiene competencia para resolver sobre el reconocimiento y pago de prestaciones del magisterio.  Así mismo, se refirió a que el cumplimiento de un fallo judicial está relacionado con las funciones del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, el cual es una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial y contable cuyos recursos son manejados por la Fiduprevisora S.A.; por tanto, ordenó remitir las diligencias a la Sala Mixta del Tribunal Superior de Pereira, a fin de que se dirima el asunto.

3.  CONSIDERACIONES:
3.1. La Sala se encuentra habilitada para decidir el conflicto que se presenta, en virtud de los factores objetivo, funcional y territorial determinantes de la competencia, y lo estipulado por el literal segundo del artículo 18 de la Ley 270 de 1996.

3.2.   Según los hechos expuestos por el abogado de la accionante y de acuerdo al escrito introductorio de la demanda, es evidente que lo que persigue con la demanda de amparo es que la Secretaría de Educación Departamental y el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio den cumplimiento a una orden judicial.
3.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

3.4. Con respecto al trámite de los conflictos de competencia, la Corte Constitucional ha señalado en su jurisprudencia que al hacer una interpretación sistemática de los artículo 86 de la Constitución Política, el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1° del Decreto 1382 de 2000 son competentes para conocer de la acción de tutela “a prevención” los jueces o tribunales del lugar en donde ocurrió la amenaza o vulneración a los derechos fundamentales, de la siguiente manera: 

“… en el artículo 86 de la Constitución, que señala que ésta se puede interponer ante cualquier juez, y el artículo 37 de Decreto 2591 de 1991, que establece la competencia territorial y la de las acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación, la cual asigna a los jueces del circuito. Por su parte, el Decreto 1382 de 2000 establece las reglas para el reparto de la acción de tutela y no las que definen la competencia de los despachos judiciales[4], pues por su inferioridad jerárquica frente a las anteriores disposiciones, no puede modificarlas. Precisamente, la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado desestimó, mediante sentencia de julio 18 de 2002, la mayoría de los cargos de nulidad contra el mencionado acto administrativo, pues consideró que no era contrario al artículo 86 de la Constitución porque establecía normas de reparto y no de competencia.

4.- Es por ello que la Corte Constitucional ha precisado que “la observancia del mencionado acto administrativo en manera alguna puede servir de fundamento para que los jueces o corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional se declaren incompetentes para conocer de una acción de tutela, puesto que las reglas en él contenidas son meramente de reparto. Una interpretación en sentido contrario, transforma sin justificación válida el término constitucional de diez (10) días, como acaece en este caso, en varios meses, lesionándose de esa manera la garantía de la efectividad (art. 2 C.P.) de los derechos constitucionales al acceso a la administración de justicia (art. 229 ibídem) y al debido proceso de los accionantes (art. 29 ibídem)”[5].

 5.- Con fundamento en lo anterior, esta Corte estableció, en el auto 124 de 2009, las siguientes reglas para la resolución de los conflictos de competencia en materia de tutela, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corporación: 

(i)        Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible.

(ii)      Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autoriza al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso.

(iii)           Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación).

(iv)           Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.

 6.- Por último, sostuvo la Corte que la anterior argumentación no desconocía la validez del decreto 1382 de 2000, pues se reconoce que las normas de reparto del mencionado acto administrativo deben ser seguidas obligatoriamente por las oficinas de apoyo judicial a la hora de distribuir las acciones de tutela entre los distintos jueces, de modo que, de ninguna forma, el reparto de los procesos debe ser caprichoso o arbitrario.”
3.5. Ahora bien, la Ley 91 de 1989 “Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”, señala, acerca de su naturaleza jurídica, lo siguiente: 

“ARTÍCULO 3o. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional.

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de unidad”.

De lo anterior se desprende que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio es una cuenta especial cuyos recursos son administrados por la FIDUPREVISORA S.A., sociedad ésta de economía mixta del orden nacional, sometida al régimen de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, con personería jurídica y autonomía administrativa, adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

3.6. Por su parte, la Ley 489 de 1998 “Por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de la atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones” dispone lo siguiente: 

 “Artículo  38º.- Integración de la Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden nacional. La Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden nacional, está integrada por los siguientes organismos y entidades:

1. Del Sector Central:  (…)

2. Del Sector descentralizado por servicios:

a. Los establecimientos públicos;

b. Las empresas industriales y comerciales del Estado;

c. Las superintendencias y las unidades administrativas especiales con personería jurídica;

 d. Las empresas sociales del Estado y las empresas oficiales de servicios públicos domiciliarios;

e. Los institutos científicos y tecnológicos;

f. Las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta;
g. Las demás entidades administrativas nacionales con personería jurídica que cree, organice o autorice la ley para que formen parte de la Rama Ejecutiva del Poder Público.”
3.7. El Decreto 1382 de 2002, en materia de competencia, establece que:

“Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden nacional, salvo lo dispuesto en el siguiente inciso, serán repartidas para su conocimiento, en primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura. 

A los jueces del circuito o con categorías de tales, le serán repartidas para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional o autoridad pública del orden departamental.

A los jueces municipales les serán repartidas para su conocimiento en primera instancia, las acciones que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden distrital o municipal y contra particulares. 

Cuando la acción de tutela se promueva contra más de una autoridad y éstas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía, de conformidad con las reglas establecidas en el presente numeral”. 
3.8. Con base en lo expuesto, es viable concluir que frente a asuntos como los aquí propuestos por la parte accionante, la vinculación del Ministerio de Educación Nacional deviene en un simple formalismo sin mayor trascendencia, toda vez que dicha dependencia de manera directa nada tiene que ver con los pagos de las prestaciones sociales a los maestros del país, ya que ello se hace por intermedio del fondo en mención el cual es administrado por Fiduprevisora S.A.

3.9. Tratándose entonces de una petición de amparo dirigida contra el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio que, como se señaló, es una cuenta de la Nación que pertenece al sector descentralizado por servicios del orden nacional, e igualmente contra LA FIDUPREVISORA S.A., sociedad de economía mixta del orden nacional, sometida al régimen de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, con personería jurídica y autonomía administrativa, adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público que, como tal, conforma  el Sector Descentralizado de la Administración Pública Nacional, se concluye que la competencia para asumir el conocimiento de la presente acción de tutela, recae en la Jueza Cuarta Penal del Circuito a quien inicialmente le fuera repartido este asunto. 

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Mixta de Decisión No. 6, 

RESUELVE:

PRIMERO: DEFINIR que la autoridad competente para conocer y tramitar en primera instancia la acción de tutela propuesta por el abogado de la señora María Gómez Sánchez, en contra del Ministerio de Educación Nacional, el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, la Secretaría de Educación (sic) y la Fiduciaria La Previsora S.A., por la presunta vulneración de su derecho fundamental de petición, es la JUEZA CUARTA PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA. 

SEGUNDO: REMITIR el expediente al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira para que de forma inmediata, dé trámite a la presente acción de tutela, conforme a las previsiones del artículo 86 de la Constitución Política y del Decreto 2591 de 1991
TERCERO: ORDENAR que por Secretaría de esta Sala, se le comunique a la H. Magistrada de la Sala Civil-Familia de esta Corporación, Dra. Claudia María Arcila Ríos, la decisión adoptada en esta providencia.

CÓPIESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

DUBERNEY GRISALES HERRERA  

Magistrado

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 
Magistrado
(Salvó voto)
JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA

Secretario 
